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AMPARO EN REVISIÓN 482/2014.
(DERIVADO DE LA reasunción de competencia **********)

RECURRENTE: ********** 

MINISTRO PONENTE: José ramón cossÍO díaz

SECRETARIos: roberto lara chagoyán

                            raúl manuel mejía garza

En atención a lo dispuesto por el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, así como la jurisprudencia de rubro: “PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.”, a continuación se hace público el fragmento del proyecto de sentencia del Amparo Directo en Revisión 2163/2014, en el cual se realiza el estudio de constitucionalidad a través de la respuesta a las siguientes preguntas:

1. ¿Cuál es la naturaleza y estructura del artículo 398 bis del Código Penal para el Estado de Chiapas, de cara a un posible análisis de su validez mediante el juicio de amparo? 
2. Dada la naturaleza heteroaplicativa del artículo 398 bis del Código Penal para el Estado de Chiapas, ¿qué causal de improcedencia se actualiza? 
70. Primera pregunta: ¿Cuál es la naturaleza y estructura del artículo 398 bis del Código Penal para el Estado de Chiapas, de cara a un posible análisis de su validez mediante el juicio de amparo?
71. El texto de la disposición aludida es el siguiente (se añade énfasis): 
Artículo 398 Bis. Al que obtenga y proporcione información confidencial o reservada de los cuerpos de seguridad pública o de las fuerzas armadas con el propósito de evitar que el sujeto o los sujetos activos del delito sean detenidos o para que puedan concretar una actividad delictiva en agravio de un tercero, se impondrá una pena de dos a quince años de prisión y multa de doscientos a cuatrocientos días de salario mínimo.

Cuando la conducta se lleve a cabo utilizando a personas menores de edad o personas que no tengan la capacidad de comprender el carácter ilícito del hecho, la pena se aumentará hasta en una mitad de la señalada en el primer párrafo.

Asimismo, se aumentará la pena hasta en una mitad cuando la conducta se lleve a cabo por servidores públicos que pertenezcan o han pertenecido a alguna institución de seguridad pública, a las fuerzas armadas o se trate de personas que han pertenecido o pertenezcan a personas morales que brinden servicios de seguridad privada.

Cuando la conducta se lleve a cabo utilizando equipo o vehículos oficiales, o vehículos de servicios de servicio de transporte público o mercantil, o que por sus característica sean similares a esos en apariencia, la pena se aumentará hasta en una mitad de la señalada en el primer párrafo.

Asimismo, se entenderá por información confidencial o reservada a aquella que es relacionada con las actividades provenientes de operativos, investigación, persecución de los delitos o sus autores, misma información que en términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley que Garantiza la Transparencia y el Derecho a la Información Pública para el Estado de Chiapas, es considerada como reservada o confidencial”.
72. La disposición anterior claramente contiene a una norma de carácter prohibitivo, como todos los tipos penales, y en ella se expresa un deseo soberano del legislador acompañado de la amenaza de una sanción. El deseo soberano representa el contenido de la prohibición referida y se traduce en la acción de obtener y proporcionar información confidencial o reservada de los cuerpos de seguridad pública o de las fuerzas armadas, con un propósito específico: evitar que el sujeto o los sujetos activos del delito sean detenidos o para que puedan concretar una actividad delictiva en agravio de un tercero.
73. Las condiciones de aplicación (el conjunto de circunstancias que han de darse para que la norma deba ser cumplida) son, como en todos los tipos penales, de carácter hipotético (y no categórico), es decir, requieren que se lleven a cabo ciertas pautas que la norma exige a fin de que se tenga por actualizada la norma. En este caso son: 1) que una persona obtenga y proporcione información de las fuerzas de seguridad o las fuerzas armadas; 2) que esa información sea reservada, en términos legales; y 3) que el propósito de obtener y proporcionar la información sea evitar que el sujeto o los sujetos activos del delito sean detenidos o que puedan concretar una actividad delictiva en agravio de un tercero. Además, el legislador ha previsto que, para que se cumplan esas condiciones de aplicación, pueden actualizarse distintos medios comisivos tales como la instrumentalización de personas menores o incapaces, la pertenencia a cuerpos de seguridad o el uso de indumentaria o equipo oficial. 

74. El sujeto normativo o destinatario de la norma es indeterminado, esto es, no está cualificado, por lo que puede decirse que no está dirigida específicamente a alguna clase de personas (gremios, grupos minoría, etcétera) sino a todo el universo de sujetos imputables. 
75. Es importante aclarar que, como cualquier tipo penal, esta disposición está orientada a disuadir la conducta prohibida, mediante la amenaza de la sanción penal. Por ello, resulta sumamente importante no perder de vista que el mensaje de este tipo de normas no puede ser otro que el de la disuasión, puesto que la finalidad que con ella se persigue es legítima, a saber: evitar la impunidad, investigar y perseguir eficientemente las conductas delictivas y, en general, preservar la seguridad pública. 
76. Por lo demás, la disposición si se toma en cuenta que todas las normas formalmente válidas gozan de esa presunción, y que sólo un análisis de carácter sustantivo por un medio de control constitucional que resulte apto para el efecto, podría derrotar dicha presunción. 
77. Por otro lado, el carácter heteroaplicativo de la norma impugnada es indiscutible, ya que, al tratarse de un tipo penal (un delito) la norma necesariamente se actualizará en el momento en que se le aplique a una persona, es decir, en el momento en que se cumplan las condiciones de aplicación —de carácter hipotético—, es decir, que se actualicen en el tiempo, que tengan lugar, que se lleven a cabo; en fin; que ocurran. Por ello,  en el caso de los tipos penales se requiere que, para poder hablar de actualización, al menos, se impute la conducta delictiva ahí prevista, a la persona que pretenda impugnarla mediante el juicio de amparo. 

78. La distinción, ya clásica,  entre autoaplicatividad y heteroaplicatividad de las normas ha ocupado muchas páginas en el Semanario Judicial de la Federación. Por todos esos criterios, podemos tomar en cuenta la siguiente tesis de jurisprudencia del tribunal Pleno: 
“LEYES AUTOAPLICATIVAS Y HETEROAPLICATIVAS. DISTINCIÓN BASADA EN EL CONCEPTO DE INDIVIDUALIZACIÓN INCONDICIONADA. Para distinguir las leyes autoaplicativas de las heteroaplicativas conviene acudir al concepto de individualización incondicionada de las mismas, consustancial a las normas que admiten la procedencia del juicio de amparo desde el momento que entran en vigor, ya que se trata de disposiciones que, acorde con el imperativo en ellas contenido, vinculan al gobernado a su cumplimiento desde el inicio de su vigencia, en virtud de que crean, transforman o extinguen situaciones concretas de derecho. El concepto de individualización constituye un elemento de referencia objetivo para determinar la procedencia del juicio constitucional, porque permite conocer, en cada caso concreto, si los efectos de la disposición legal impugnada ocurren en forma condicionada o incondicionada; así, la condición consiste en la realización del acto necesario para que la ley adquiera individualización, que bien puede revestir el carácter de administrativo o jurisdiccional, e incluso comprende al acto jurídico emanado de la voluntad del propio particular y al hecho jurídico, ajeno a la voluntad humana, que lo sitúan dentro de la hipótesis legal. De esta manera, cuando las obligaciones derivadas de la ley nacen con ella misma, independientemente de que no se actualice condición alguna, se estará en presencia de una ley autoaplicativa o de individualización incondicionada; en cambio, cuando las obligaciones de hacer o de no hacer que impone la ley, no surgen en forma automática con su sola entrada en vigor, sino que se requiere para actualizar el perjuicio de un acto diverso que condicione su aplicación, se tratará de una disposición heteroaplicativa o de individualización condicionada, pues la aplicación jurídica o material de la norma, en un caso concreto, se halla sometida a la realización de ese evento”
.

79. Así nuestra norma penal, el artículo 398 bis del Código Penal para el Estado de Chiapas, como prácticamente la totalidad de los delitos, establece condiciones de aplicación hipotéticas, que anuncian a sus destinatarios las circunstancias específicas que se tendrán por acreditadas para poder afirmar con propiedad que la disposición se ha actualizado. Por ello, si alguna persona pretende impugnar la norma mediante el juicio de amparo, la norma tendría que  haberse actualizado. Y, al tratarse de un tipo penal, entonces esa persona tendría que haber perpetrado la conducta prevista en el tipo penal a fin de poder considerar que se han cumplido las condiciones para su individualización.  
80. Dada la naturaleza heteroaplicativa del artículo 398 bis del Código Penal para el Estado de Chiapas, ¿qué causal de improcedencia se actualiza? 
81. Como se adelantó, el Juez de Distrito sobreseyó el juicio, debido a que, a su juicio, dada la naturaleza heteroaplicativa de la norma impugnada, se actualizaba la causal de improcedencia prevista en la fracción XII, del artículo 61 de la Ley de Amparo.
82. Esencialmente, fue adecuada la anterior consideración, si se toma en cuenta lo señalado al responder la primera pregunta. Sin embargo, conviene hacer algunas matizaciones. 
83. El artículo 61 de la Ley de Amparo dice a la letra: 
“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:
(…)
XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del quejoso, en los términos establecidos en la fracción I del artículo 5o de la presente Ley, y contra normas generales que requieran de un acto de aplicación posterior al inicio de su vigencia;

84. La fracción anterior establece dos condiciones diferenciadas que inician con el verbo rector de este párrafo que es “contra”: 1) actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del quejoso; y 2) normas generales que requieran de un acto de aplicación posterior al inicio de su vigencia. 
85. El caso que nos ocupa es un caso de normas —no de actos—, por lo que la segunda parte de la fracción es la que resulta aplicable al caso concreto, con lo que no viene al caso la discusión sobre el posible interés de la quejosa. 
86. Por otro lado, si nos concentramos en esa segunda parte de la fracción XII (“…contra normas generales que requieran de un acto de aplicación posterior al inicio de su vigencia”), tenemos que la falta de acto de aplicación posterior a su vigencia implica un problema distinto al del interés; se trata más bien de la imposibilidad material de impugnar la norma porque ni siquiera es posible contabilizar la oportunidad. 
87. En efecto, lo que un acto de aplicación de una norma genera es la oportunidad para impugnarla, en términos del artículo 17 de la Ley de Amparo se trata de 15 días hábiles. Así, ante la inexistencia del acto de aplicación, resulta materialmente imposible que la norma se pueda impugnar, ya que no existe un plazo para ello, pues aunque legalmente el plazo existe, requiere de la condición de aplicación para activarse y empiece a correr. 
88. En este sentido, la naturaleza heteroaplicativa de la norma no puede variar solamente por el hecho de que haya cambiado el concepto de interés para el juicio de amparo; es cierto que el interés amplía la protección de ciertos derechos frente a actuaciones del Estado haciéndolos justiciables, en particular aquellos derechos que antes no encontraban un acto claro de aplicación que causase un perjuicio personal y directo en la esfera del individuo, como es el caso de los derechos sociales. Este cambio, sin embargo, en nada afecta las condiciones de plazo para la demanda y la necesidad de un acto de aplicación para afectar la esfera jurídica del individuo para aquellas normas y derechos que ya resultaban enjuiciables, en estos supuestos no nos encontramos frente a un problema de interés, sino frente a uno de oportunidad. 
89. De otro modo, la naturaleza preventiva del derecho penal, esto es, que la obligación jurídica de todos los individuos de realizar las conductas contrarias a aquélla a la que se le empareja una sanción en una norma emitida por parte del legislador democrático, serían normas que podrían ser impugnadas por su sola emisión al traer aparejada la condición correlativa a la sanción, lo que  presupondría que los hombres se sentirían “obligados” a realizar la conducta y que los mismos sólo se comportan de manera contraria por la existencia de las normas penales, esta es una afirmación que no es comprobable de ninguna manera.  
90. Consecuentemente, en el presente caso se actualiza la causal de improcedencia invocada, por lo que esta Primera Sala confirma el sobreseimiento decretado por el Juez de Distrito. 
VII. DECISIÓN

91. Al haberse actualizado la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII, en relación con el 107, fracción I, de la Constitución Federal, se determina que debe confirmarse la sentencia recurrida, de fecha 6 de agosto de 2013, mediante el cual se sobreseyó el juicio de amparo **********. 

92. En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

RESUELVE:

ÚNICO. Se confirma la sentencia dictada el 6 de agosto de 2013, por el Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Chiapas, mediante el cual se sobreseyó la demanda de amparo. 


Notifíquese; con testimonio de esta resolución remítanse los autos al lugar de su origen y en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

RLC/DSM

� Jurisprudencia P./J. 55/97, emitida por el tribunal Pleno, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo VI, julio de 1997, página 5. 
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